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PRESIDE: Señor Representante Gonzalo Mujica. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, José Bayardi, Silvana Charlone, Jorge Gandini, 
Pablo Pérez González, Iván Posada y Héctor Tajam. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señor Representante Federico Casaretto. 


ASISTEN: Señores Representantes Nelson Rodríguez Servetto y Darío Pérez Brito. 


INVITADOS: Por la Bolsa de Valores de Montevideo, señor Ángel Urraburu, Presidente. 


Por el Banco Central del Uruguay, economista Rosario Patrón, Intendente de Regulación 
Financiera y doctor Daniel Artecona, Asesor. 


Por el Centro de Hoteles y Restaurantes de Punta del Este y Centro de Hoteles y 
Restaurantes de Piriápolis, señores Fernando Massa, Presidente del Centro de Hoteles de 
Punta del Este; Héctor Araújo, Presidente de la Liga de Fomento de Punta del Este; Javier 
Santiago, Director del Centro de Hoteles de Punta del Este; doctor Julio Facal, Asesor 
Legal; señora Hada Piñeyro, Presidente del Centro de Hoteles de Piriápolis; contador Juan 
Martínez, Vicepresidente del Centro de Hoteles de Piriápolis y doctor Juan Burgueño, 
Asesor Legal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mujica).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


—— La Comisión tiene el agrado de recibir al Presidente del Consejo Directivo de la Bolsa de Valores de 
Montevideo, señor Angel Urraburu, a efectos de tratar el proyecto de ley sobre mercado de valores. 


SEÑOR URRABURU.- Para la Bolsa de Valores, y para mí personalmente, ha sido una satisfacción 
que la Cámara de Diputados nos haya invitado para tratar un tema que es vital para ella. 


Se trata de un proyecto en el cual la Bolsa de Valores participó desde el comienzo; y esto es importante 
decirlo. Este no es un proyecto ajeno, al que llegamos cuando ya estaba con tratamiento legislativo. Recuerdo 
perfectamente hace ya más de un año y medio que en sus comienzos este proyecto tenía características muy 
definidas: era casi en exclusividad regulatorio y no tenía lo que nosotros consideramos en aquel momento y 
todavía hoy algún elemento vinculado a la promoción, que en última instancia es lo que consideramos más 
importante de hacer hincapié, teniendo en cuenta que en el Uruguay si tenemos que hacer un diagnóstico 
vinculado con el mercado de capitales, lo primero que debemos argumentar es que lamentablemente no existe 
o que tiene un estado de desarrollo incipiente. 


Por lo tanto, si bien la regulación de un mercado es necesaria, sobre todo en los tiempos actuales, al amparo 
de los acontecimientos de notoriedad acaecidos el año pasado en el mundo, seguramente esta se revaloriza en 
los mercados existentes fluidos, con operativa y, fundamentalmente, cumpliendo las funciones que deben 
cumplir en la actividad económica nacional, apoyando al sector productivo, otorgando financiamiento a largo 
plazo y con tasas más bajas que la del sistema bancario. Ese es el objetivo. Y el objetivo de la Bolsa desde el 
principio no fue una reivindicación institucional o una reivindicación que incorpore algún beneficio para sus 
corredores; en ningún momento existió una propuesta de la Bolsa vinculada con estos aspectos. Desde mi 
Presidencia se ha considerado que la Bolsa va a crecer y que sus corredores van a trabajar más en la medida 
en que el mercado de capitales se desarrolle en el país. 


Como dijimos, estamos vinculados al proyecto desde su elaboración. Al principio, nos preocupó mucho 
porque casi todos los ciento cincuenta artículos planteaban mayores niveles de regulación. Por suerte, el 
Poder Ejecutivo atendió muchos de nuestros reclamos y se consideraron muchas de nuestras propuestas. En 
este sentido, el proyecto cuenta hoy con dos capítulos que consideramos esenciales. El primero refiere a la 
creación de una Comisión de Promoción del Mercado de Valores, Título III, a propuesta de nuestra 
Institución. Si bien nuestra aspiración al principio fue y sigue siendo que tuviera también potestades en la 
órbita regulatoria y dividir las tres funciones fundamentales vinculadas al mercado de valores de otra forma 
diferente a la que lo hace el proyecto, es decir, la promoción, la regulación y la fiscalización posterior, 
pensábamos que era mucho más idóneo y eficiente, más alineado a lo que existe en los mercados más 
desarrollados del mundo que la promoción y la regulación que no puede ser algo divorciado de la promoción 
y que deben ser dos caras de la misma moneda estuvieran bajo la órbita de una Comisión Nacional de 
Valores, integrada de una forma plural, con representantes del Poder Ejecutivo, del Ministerio, de las Bolsas, 
de las empresas emisoras y de las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, que desde que existen, y 
cada vez más, tienen una participación muy fuerte en nuestro mercado. Esto fue considerado a medias y en el 
proyecto de ley hoy tenemos una Comisión asesora, no resolutiva; simplemente vinculada a la promoción del 
mercado. Esta Comisión no abarca los aspectos regulatorios, que continúan en manos del Banco Central, 
institución que se fortalece cada día más en el país, abarcando cada vez más funciones. 


En última instancia, si bien no hay a priori ningún elemento en contra de este proceso, nos llama la atención 
que en algunos aspectos de la vida del país no haya más participación del sector privado. 


Cuando uno propone cosas, cuando las instituciones se proponen avanzar y aportar elementos para que algo 
sea mejor, a veces en el Uruguay, y sobre todo después de haber ocupado la Presidencia de alguna institución 
o algún cargo ejecutivo, tenemos que aprender a conformarnos con lo que logramos. 


Los procesos son lentos y tal vez sigan siéndolo, pero el simple hecho de que exista una Comisión de 
Promoción del Mercado de Valores que se reúna periódicamente con una constitución plural, a mi gusto 
significa un avance sustancial, porque en este país solamente se habla del mercado de valores cuando se 
presenta un proyecto de ley, lo que no ocurría desde 1996, y desde ese año es poco lo que se habló y es poco 
lo que se preocuparon los distintos gobiernos por desarrollar este mercado 


Ahora vamos a tener un ámbito que, por más que tenga exclusivamente funciones de asesoramiento al Poder 
Ejecutivo, es un ámbito de reunión, de encuentro entre las puntas más importantes vinculadas con el mercado 


de capitales del país, como les comentaba anteriormente. Consideramos que eso, desde ya, es un avance, no 
todo el avance que queríamos pero sí un avance importante; si lo consideramos en términos de proceso nos 
parece positivo este tema. 


También el proyecto de ley tiene un capítulo final de exoneraciones impositivas que en algunos casos pasan a 
ser importantes para poder generar ese crecimiento y poner en la cabeza de algunos empresarios y por qué no 
del propio Estado del Uruguay la posibilidad de generar empresas que puedan cotizar en Bolsa abriendo sus 
capitales accionarios. 


Estas exoneraciones impositivas también están en el proyecto como consecuencia de la participación de la 
Bolsa, y lo saludamos como un aspecto netamente positivo. Creo que flechan la cancha en algunos aspectos 
muy a favor del mercado y constituyen un importante aporte promocional como hicimos hincapié desde el 
principio que realmente consideramos un avance. Por lo tanto, resumiendo la introducción, este proyecto no 
nos es ajeno. En este proyecto trabajamos desde el principio; hicimos propuestas, algunas de ellas fueron 
tomadas y otras no 


Hay dos capítulos propuestos por la Bolsa que creo son lo que terminan enriqueciendo definitivamente el 
proyecto, pero leyendo la versión que sale aprobada del Senado encontramos algunos elementos que no eran 
los que habíamos conversado con el Poder Ejecutivo. Esto nos llamó mucho la atención y nos llenó de 
preocupación, porque en algún momento se negociaron estos puntos. Uno de ellos me preocupa 
especialmente porque creo que incorpora una sombra de duda acerca del futuro funcionamiento de la propia 
institución de la Bolsa de Valores de Montevideo. El artículo 97 en su numeral 3* establece la obligación de 
los corredores de Bolsa de estar constituidos bajo la forma jurídica de sociedad anónima con acciones 
nominativas. Si analizamos el cuadro comparativo que muy amablemente se me envió en los últimos días 
vemos que esta no es la versión original enviada por el Poder Ejecutivo en la que habíamos logrado un 
consenso y un acuerdo en el pasado. Realmente no puedo explicar cómo este artículo apareció modificado y 
no es mi cometido ni mi intención analizarlo, simplemente quiero poner de manifiesto frente a los señores 
Representantes que esta no es la solución que la Bolsa había convenido con el Ministerio, no es la propuesta 
del Poder Ejecutivo. Este artículo en su numeral 3 decía: "Ser sociedad anónima con acciones nominativas. 
En el caso de personas físicas que a la fecha de la sanción de la presente ley actúen como intermediarios de 
valores en forma de empresas unipersonales, podrán continuar haciéndolo mediante esta forma jurídica pero 
deberán actuar en forma exclusiva en la intermediación de valores." y continúa. Esto fue lo que nosotros 
habíamos congeniado con el Poder Ejecutivo, y voy a explicar por qué. No tenemos nada en contra de los 
corredores de Bolsa que asumen la forma de persona jurídica, pero no nos parece que sea cometido de una 
ley, y de una imposición tan fuerte y regulatoria, imponer el tipo de sociedad a los agentes de bolsa o a los 
intermediarios de valores. De hecho, los corredores más pequeños y créaseme que en una bolsa con tan 
escaso nivel de desarrollo, hay una cantidad de corredores pequeños; diría que entre veinticinco y treinta de 
los setenta y cuatro corredores deberían ser considerados pequeños en este momento aportan sus impuestos 
por IRPF progresional y pagan una cifra sensiblemente menor, como corresponde, porque apenas sacan un 
sueldo como si fueran empleados. 


En última instancia, constituyen los niveles de penetración que tiene la bolsa, y que yo quiero defender, en la 
sociedad del país, porque los corredores los conocen y están haciendo una tarea de promoción permanente 
que tan necesaria es. Pasarían a aportar IRAE al 25%, a lo que habría que sumar el 7% sobre las utilidades 
retiradas, como corresponde en las sociedades anónimas de cualquier tipo de acciones. Esto significaría un 
peso impositivo, entre otras cosas, muy fuerte, que no justificamos que tenga una explicación de 
contrapartida, es decir, que esto fuera hecho por tal o cual motivo. La Bolsa fue fundada en 1847, y siempre 
estuvo constituida por personas físicas. Además, me atrevo a decir porque soy una persona física corredor de 
bolsa respondemos como se imaginarán a nuestros negocios como corredores con todo nuestro patrimonio 
personal. Es decir, desde el punto de vista de nuestras seguridades jurídicas quizás estemos mucho más 
seguros bajo la forma de sociedad anónima, pero defiendo la posibilidad de mantenernos como personas 
físicas para desempeñar esta función. 


Creo que el hecho de que existan corredores de Bolsa que quieran mantenerse bajo el régimen de persona 
física, aportando su patrimonio total como respaldo a su actuación, debería ser considerado, y lo fue por el 
Poder Ejecutivo, porque en el mensaje original se estipulaba, por lo menos, dar a los corredores que ya 
existen la posibilidad de mantenerse como tal. 


También me gustaría comentar que los corredores de Bolsa, a pesar de la situación de la Bolsa no floreciente 
en los últimos años, hemos tenido que actuar con la antipatía que siempre en estos casos significa subir los 
aportes de los corredores a la institución. En los últimos cuatro meses subimos los aportes fijos de cada 
corredor a nuestra institución, de 6.000 $ a 16.000 $ , y estos aportes, en caso de constituirse las sociedades 
anónimas, no pueden ser descontados del Impuesto a la Renta porque son pagados a una sociedad civil sin 
fines de lucro. 


Por lo tanto, el peso del impuesto no se da en un sector en el que no existan otros pesos importantes. Hasta 
que no se solucione que también fue tema de conversaciones con el Poder Ejecutivo este punto, es evidente 
que si los corredores no realizan aportes a la institución a la que pertenecen, esta cae. Por otro lado, no se 
trata del único aporte, ya que además de estos $ 16.000, ajustables por IPC, los corredores tienen que pagar 
un porcentaje de cada una de las operaciones que realizan. Por lo tanto, este aumento tan fuerte en la carga 
impositiva de los pequeños lo reitero; los grandes quizás no deberían ser tan considerados abunda en la carga 
de gastos que ya tiene hoy nuestra institución, y si no lo cobramos, y ellos no lo pagan, la institución caería. 
En última instancia, debo decir, sin temor a ser petulante, que si cae nuestra Bolsa puedo asegurar que el 
mercado de valores en nuestro país desaparecería inmediatamente, sobre todo teniendo en cuenta los 
esfuerzos, que habrán notado, realizó la institución para mejorar este proyecto, que no propuso ninguna 
disposición que tiendan a mejorar nuestra situación personal ni institucional, sino generar al país un mercado 
de capitales. Es imprescindible que un proceso de crecimiento tan vigoroso como el que está viviendo el país 
tenga un apoyo fundamental en el financiamiento a largo plazo a menos tasas, pero también con la 
posibilidad de capitalizar las empresas más estratégicas del país a través de la apertura de sus paquetes 
accionarios. 


Este artículo fue modificado, y nos sorprendió. Un amigo nos alertó al respecto y yo lo agradezco. 
Simplemente lo pongo a consideración de la gente que en última instancia va a resolver. 


Cuando percibí que algunos aspectos del proyecto se habían modificado de una manera un poco 
sorprendente, me puse a analizar todo el articulado nuevamente y encontré un par de detalles más, que por 
tales no dejan de ser importantes. 


El artículo 115 de la versión del Senado, se habla de "(Designación de calificadoras de riesgo)".- Las 
entidades que realicen oferta pública de valores," no se especifican cuáles son los valores "las 
administradoras de fondos de inversión, las entidades de intermediación financiera y toda otra entidad 
supervisada por la Superintendencia de Servicios Financieros que esta considere conveniente incluir 
mediante la reglamentación en esta norma deberán designar calificadoras de riesgo, de entre las inscriptas en 
el registro de calificadoras de riesgo que, para este fin, lleva dicha Superintendencia". Ayer la gente del 
Banco Central del Uruguay encargada de la regulación me decía que no se trata de la calificación de riesgo a 
la emisión de acciones que no existe en ninguna parte del mundo y que constituye un cargo importante, un 
peso financiero fuerte. Las calificaciones de riesgo son caras en este país, porque muy pocas empresas las 
realizan. 


Lo que realmente queremos fomentar fundamentalmente es el verdadero mercado de bolsa que es el 
accionario. Cuando el artículo habla de entidades que realicen oferta pública de valores, en este concepto 
debo considerar que están incorporadas las emisiones de acciones; no lo podría entender de otra manera. Y si 
obligatoriamente deberían designar una calificación de riesgo, no puedo entender que se designe para una 
tarea que sea distinta a la de calificar el riesgo de sus emisiones. En ningún país del mundo existe calificación 
de riesgo para las acciones, fundamentalmente porque las acciones no tienen vencimiento y es difícil evaluar 
el poder de repago de una empresa emisora cuando el título emitido no tiene vencimiento. 


Entonces, teniendo en cuenta que esta situación no existe en ningún lado y que representa un cargo fuerte 
para las empresas, me parece que el artículo debería aclarar que no están involucradas las emisiones de 
acciones en el concepto de entidades que realicen oferta pública de valores. En ese caso, debería establecerse 
un paréntesis que dijera "a excepción de las acciones". 


En el artículo 134 que presentó la Bolsa en su momento, en el Capítulo de exoneraciones impositivas, falta 
una palabra, que estaba en la versión de la Bolsa, y me interesaría que en este artículo se hiciera una 
consideración especial, porque en esta propuesta de la Bolsa, que vuelvo a plantear, queda absolutamente en 
claro cuál es la intención de la Bolsa y de sus autoridades, que no persiguen, como ya he dicho, ningún 
beneficio particular ni institucional. En este artículo se exonera de IVA a las comisiones derivadas por la 


intervención en la compraventa de valores públicos y privados. En este momento rige la exoneración del IVA 
a las comisiones vinculadas con la comercialización de valores públicos. En este proyecto se agregan los 
valores privados como forma de fomentar la emisión de valores privados por parte de las empresas. 


Pero lo que quiero manifestar quizá esto sea algo institucional pero fundamentalmente personal es que si he 
hecho un esfuerzo muy grande en estos años me permito plantearlo en términos personales para que el país 
tuviera un mercado de capitales, no fue en esto tengo discrepancias internas en mi institución para que el 
mercado de capitales, tal cual yo lo defino, sea considerado en términos globales. A mí no me interesa 
desarrollar el mercado de valores mundial. Por lo tanto, me permito sugerir a los señores legisladores que en 
este artículo se agregue una palabra al final para que se entienda que son exoneradas del IVA las comisiones 
derivadas por la intervención en la compraventa de valores públicos y privados "nacionales". Digo esto, 
sobre todo, en un momento en el que la competencia por los recursos financieros viene del exterior. Por lo 
tanto, tengo que generar exoneraciones impositivas que en última instancia son esfuerzos que se le pide al 
Estado, al país, que la Bolsa los pide, pero no para que a los corredores les salga más barato comprar 
acciones del City Bank, sino para que el mercado de valores del Uruguay se desarrolle. Y quién les diga que 
en última instancia, si yo beneficio la compra de acciones en el exterior, no esté perjudicando la posibilidad 
de que se desarrolle el mercado de valores del país. Con esto no estoy diciendo que estamos reclamando, que 
estamos planteando ni que estamos pensando que el mercado de valores del Uruguay se va a desarrollar con 
una legislación impositiva flechada, gravando operaciones en el exterior y no gravando las locales, porque 
esa experiencia el país ya la vivió en otros temas de la actividad económica y no dio resultados. Por lo 
menos, cuando pedimos una exoneración, cuando pedimos un esfuerzo fiscal de parte de nuestros Gobiernos, 
lo hacemos para desarrollar lo nuestro, lo que abarca nuestra gente, y que en última instancia va a dar la 
posibilidad a nuestras empresas de financiarse a largo plazo y a tasas más bajas que en otras opciones de 
financiamiento. 


Por eso es que me parecía importante tener en cuenta este detalle. Hay escritorios de corredores de bolsa que 
después de la crisis de 2002 en el Uruguay pasaron a desempeñar su tarea en un 80% u 85% con papeles del 
exterior y no me gustaría ser el responsable de haber planteado porque no fue planteado así por la Bolsa una 
exoneración del IVA de las comisiones por todas esas operaciones que están realizando en el exterior, porque 
está muy lejos de mi interés, de mis principios y de mi forma de encarar el trabajo por el mercado, exonerar 
la compra de acciones del City. Y no tengo nada contra el City; simplemente lo pongo como ejemplo de que 
no puedo dar facilidades a los corredores para que me lleven los recursos al exterior; por lo menos no está en 
mi espíritu hacerlo. 


Estos tres puntos parecen menores, son detalles, y en algún caso, como en este, solamente falta una palabra, 
aunque el concepto es mucho más profundo, pero me parecía importante ponerlos arriba de la mesa ante la 
Comisión de Hacienda que tan gentilmente me invitó. Para finalizar mi intervención quiero manifestar 
nuevamente que esto no significa que estemos en contra del proyecto, que no significa que estemos en contra 
de la filosofía que orienta las disposiciones más importantes que lo constituyen, porque desde un principio 
participamos en un intercambio con el Ministerio de Economía y Finanzas para su elaboración, que en 
definitiva fue bastante fructífero, y nos sentimos parte del proyecto, fundamentalmente de los dos capítulos 
que les mencioné en los que la Bolsa tuvo que ver. Me parece que sobre todo estos tres artículos que para 
nosotros tienen estas pequeñas falencias, habría que considerarlos a fin de que el proyecto quede redondeado 
definitivamente y cumpla el papel que todos queremos que tenga en el país. 


SEÑOR BAYARDI.- Recogemos las apreciaciones. Personalmente considero que son de recibo las 
referencias que se hacen a los artículos 97 y 134. En el artículo 115 en realidad no hubo mayores 
diferencias en el del Senado respecto al enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR URRABURU.- Igualmente tiene un error. 
SEÑOR BAYARDI.- Es prácticamente el mismo; tienen las mismas correcciones sobre las 
Superintendencias de Servicios Financieros. De todos modos, habría que ver con más precisión cuál fue 


el alcance que se le quiso dar en cuanto a incorporar o no la emisión de acciones. 


Creo que hizo bien la Comisión al invitar primero al Presidente de la Bolsa de Valores de Montevideo antes 
que al Banco Central del Uruguay. Como desde la semana pasada queríamos hacer algunas apreciaciones 


respecto a temas que había planteado la Bolsa Electrónica de Valores, ahora juntaríamos las dos inquietudes y 
se las plantearíamos al Banco. 


SEÑOR ASTI.- De las observaciones planteadas por la Bolsa de Valores de Montevideo, conocíamos 
una de ellas: la del artículo 97. Habíamos adelantado que era atendible, aunque debíamos consultar 
con el Poder Ejecutivo y con el Banco Central del Uruguay, pero no había extremo apuro por resolver, 
dado que hay un plazo de un año para adecuarse a esa solución. Por eso habíamos hablado de aprobar 
el proyecto tal cual está, para evitar su regreso al Senado, y después modificarlo con tiempo, con el 
compromiso asumido como Comisión, como bancada y como Cámara. 


Distinto es el caso del artículo 134 porque entraría en vigencia inmediatamente de promulgada la ley. Lo que 
habíamos hablado respecto a la posibilidad de diferir la modificación del artículo 97 no tendría sentido con 
respecto al 134, porque después de otorgar una exoneración es difícil volver atrás. Eso lo consultaremos con 
el Banco Central o con el Ministerio de Economía y Finanzas, que es al que le compete. 


SEÑOR URRABURU.- Me permito hacer un comentario en cuanto a lo manifestado por el señor 
Diputado Asti. Quizá el artículo 115 al que también hizo mención el señor Diputado Bayardi pueda ser 
mejorado a través de la reglamentación. Como se trata de aclarar un concepto que no está expuesto, tal 
vez se pueda solucionar así. Si en la reglamentación de la ley que se supone se va a hacer casi 
inmediatamente se pudiera establecer que por el artículo 115 quedan exoneradas las acciones del 
concepto pertinente, me parece que se alcanzaría el objetivo buscado. 


SEÑOR ASTI.- Las acciones de oferta pública. 
SEÑOR URRABURU.- Sí, como dice el artículo, "la oferta pública de título". 


SEÑOR POSADA.- En la redacción del artículo 115 hay otro error cuando señala: "...y toda otra 
entidad supervisada por la Superintendencia de Servicios Financieros que esta considere conveniente 
incluir mediante la reglamentación..."; la Superintendencia de Servicios Financieros no puede 
reglamentar, el Banco Central tampoco, quien reglamenta es el Poder Ejecutivo. Entonces, se debería 
cambiar la palabra "reglamentación", por ejemplo, por "regulación" porque, reitero, la 
reglamentación es solo por parte del Poder Ejecutivo. La potestad reglamentaria es a través del decreto 
por el Poder Ejecutivo. 


(Se retira de Sala el Presidente del Consejo Directivo de la Bolsa de Valores de Montevideo, señor Ángel 
Urraburu.) 


(Ingresa a Sala autoridades del Banco Central del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el el gusto de recibir a autoridades del Banco Central del 
Uruguay, la economista Rosario Patrón y el abogado asesor, doctor Daniel Artecona. 


El motivo de esta reunión es para seguir discutiendo el proyecto de ley sobre mercado de valores. Dada las 
entrevistas que ya hemos mantenido con actores vinculados al tema quisiéramos trasmitirles la inquietud en 
particular sobre cuatro artículos en los cuales se han manifestado discrepancias. Se trata del artículo 87 
acerca de la definición de bolsa de valores, el artículo 97 y su numeral 3" y los artículos 115 y 134; esto ya 
tuvo una larga discusión en el Senado, por tanto, a efectos de agilitar su tratamiento, pediría que nos 
remitiéramos a esos cuatro artículos para conocer la opinión del Banco Central. 


Con respecto al artículo 87 la objeción ha sido planteada por la Bolsa Electrónica de Valores, se les ha 
enviado la versión taquigráfica sobre lo planteado en Comisión por parte de los representantes de la Bolsa, 
particularmente respecto a las otras actividades que no son de intercambio de valores que ellos realizan y la 
posibilidad de incorporar esas otras actividades a la definición. 


Luego, cuando analicemos los otros artículos, les diré cuáles son las objeciones planteadas. 


SEÑORA PATRÓN.- En realidad, hemos planteado una forma de definir la Bolsa de Valores y sus 
actividades que condice con lo establecido en la mayoría de los países del mundo, que determinan que 
las Bolsas tienen por objeto hacer operaciones en valores, precisamente, y aquellas otras operaciones 
funcionales a eso. 


Por lo que tengo entendido, BEVSA está preocupada por dos tipos de operativa que realiza: mercado de 
cambios y mercado de dinero. No se sienten muy tranquilos con la redacción actual, porque se preguntan si el 
Banco Central podrá autorizar esas actividades como operaciones conexas. En realidad, la Superintendencia 
de Servicios Financieros ya ha evaluado el tema soy Intendente de Regulación; consideramos que esas 
operaciones son conexas con las del mercado de valores. Nunca nos hemos planteado la idea de que BEVSA 
dejara de realizar esas operaciones. Esta es, en resumen, la posición de la Superintendencia. 


Sí me parece que en la definición general las Bolsas de Valores deben tener como objeto el fin para el que 
fueron creadas y no transformarse en organizaciones que hagan cualquier tipo de cosa. 


BEVSA realiza esas operaciones importantes desde el punto de vista del volumen y demás, que son 
funcionales al mercado de valores, pero también realiza otras que el Banco Central le ha pedido que las haga 
a través de alguna otra sociedad en realidad, son servicios que, en general, prestan a los bancos o a otras 
instituciones, y BEVSA ya lo ha hecho en algunos casos. 


En cuanto a la generalidad del caso, los principios internacionales establecen el objeto exclusivo de las 
Bolsas, lo que tiene su razón de ser. En realidad, uno no debe tener un conjunto de actividades que, a veces, 
puedan entrar en conflicto de intereses con otras. Entonces, es importante que el principio esté consagrado. 


En cuanto a la preocupación de BEVSA, insisto en que el Banco Central y, en particular, la Superintendencia 
de Servicios Financieros, definen esas operaciones como conexas. 


SEÑOR ASTLI.- Con respecto a la regulación y a la supervisión que tiene que hacer la entidad, en este 
caso, la Superintendencia, ¿la puede hacer sobre la intermediación en valores, en dinero y en cambios, 
cuando se realizan en conjunto? Pregunto si al hacerse una operación sobre una misma plataforma, 
con un mismo funcionario y, a veces, hasta en el mismo momento, se puede hacer efectiva la 
supervisión. 


SEÑORA PATRÓN.- Lo que estoy planteando es que BEVSA podrá seguir desarrollando en la misma 
plataforma la operativa de cambios, de dinero y de valores. No entiendo cuál puede ser la dificultad. 


SEÑOR ASTI.- Como hay definidas características de la supervisión en el mercado de valores, de 
dinero y de cambios, pregunto si la supervisión se puede realizar, es decir, si el hecho de que se realicen 
las tres operaciones en una misma plataforma que se pueden realizar en forma simultánea no interfiere 
con la labor de supervisión que se haga. 


SEÑORA PATRÓN.- No; no interfiere y, en realidad, hoy lo tenemos así. La supervisión la 
compartimos con el departamento del Sistema de Pagos de la División Operaciones del Banco Central. 
No veo preocupación en ello. SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 97. 


En el Senado se modificó el numeral 3. que venía del Poder Ejecutivo. Básicamente, la diferencia está en que 
en el planteado por el Poder Ejecutivo se permitía a los corredores que están actuando elegir su forma 
jurídica. En cambio, por el proyecto que viene del Senado, se les emplaza a transformarse en sociedades 
anónimas en el correr de un año. 


Los representantes de la Bolsa de Valores de Montevideo nos acaban de expresar que eso afectaría, sobre 
todo, a un número bastante importante de corredores pequeños en la medida en que cambia la imposición que 
reciben y les modifica el esquema económico. En la medida en que esta Bolsa tiene una actividad muy menor 
en el aspecto de valores, consideran que esto afectaría a los corredores más pequeños. Por lo tanto, solicitan 
que se mantenga el artículo como venía del Poder Ejecutivo. ¿Cuál es la opinión del Banco Central al 
respecto? 


SEÑORA PATRÓN.- Esto sí tiene connotaciones para la supervisión. En realidad lo que nosotros 
planteamos es que todos los corredores de Bolsa deberían estar constituidos como sociedades 
anónimas. Antes de la reforma tributaria hubo un período en el que tanto los grandes como los 
pequeños corredores se estaban transformando de manera voluntaria en sociedades anónimas. Luego 
de la reforma tributaria, en la medida en que a los corredores personas físicas se les permitía alícuotas 
menores porque tributaban por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y no por el impuesto a la 
renta de las empresas, se ha creado el interés de parte de los corredores en mantener la figura de la 
persona física. 


Cuando concurrimos a la Comisión del Senado planteamos que es importante que esta futura ley de mercado 
de valores que pretendemos sea el marco legal de funcionamiento para unos cuantos años tenga las 
características técnicas y los estándares con los que nos tenemos que mover de ahora en adelante. 
Pensábamos que los aspectos tributarios se pueden modificar si el Poder Ejecutivo así lo entiende en su 
momento porque la legislación tributaria a veces se adecua con mayor frecuencia. Entonces, si hay voluntad 
del Poder Ejecutivo de que haya algunos corredores que tributen menos por el volumen de sus operaciones, 
en realidad, esto podría ser considerado por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Ahora, sí es importante que los corredores se constituyan en sociedades. Hemos tenido casos de corredores 
personas físicas a los que tuvimos que intervenir el doctor Artecona lo recordará; en realidad la figura de la 
intervención ahora está consagrada como potestad del Banco Central; según una ley anterior se hacía una 
intervención judicial, ordenada por el Juez, casos muy complejos, porque a veces se ha hecho muy difícil 
definir desde el punto de vista jurídico, en primer lugar, cuál es el objeto único de una persona física y, en 
segundo término, cómo se manejan todos los negocios de una persona física; hay que acotarlo a determinadas 
cuestiones, y eso dificulta mucho tomar medidas en caso de que se vuelva necesario. En cambio, si se trata de 
una sociedad, esta tiene delimitados su patrimonio, sus actividades, y las personas físicas o jurídicas 
propietarias tendrán patrimonios personales, pero los que están asignados a la sociedad corredora de bolsa, 
los societarios, son los que son. 


Insisto: en el pasado tuvimos dificultades a la hora de tener que tomar medidas, por ejemplo, con respecto a 
una persona física que, de repente, tenía custodias en el exterior y que había que reclamarlas para el 
interventor. Todo esto planteaba problemas jurídicos complicados que no queremos que se repitan. Si el tema 
es meramente tributario y me parece que sí lo es porque en el pasado, durante varios años, hubo un pasaje de 
persona física a persona jurídica de muchos corredores, pequeños y grandes- hay corredores de Bolsa, 
sociedades de Bolsa, que tienen un volumen de operaciones pequeño, y hay corredores de Bolsa, personas 
físicas, que tienen un volumen de operaciones grande y el hecho de que uno pida que en un plazo 
determinado todas las personas físicas transformen su actividad en sociedades anónimas no necesariamente 
va a provocar un perjuicio. En realidad, varios corredores podrían formar de manera conjunta una sociedad 
anónima y mantener cada uno su cartera de clientes dentro de la sociedad. Hay múltiples formas de hacer 
transformaciones en ese conjunto de agentes que inclusive podrían ser beneficiosas para la Bolsa y 
ciertamente también para el regulador. Digo esto porque en la actualidad tenemos un número excesivo de 
corredores de bolsa, demasiados corredores en términos comparativos si uno compara su número con el de 
los de plazas muchísimo más grandes como la chilena o la colombiana, y una gran diversidad en capacidad 
financiera y en volúmenes manejados. Eso plantea permanentemente problemas para la Bolsa ya que, en los 
términos en que cobra a los corredores, tiene que estar haciendo malabares porque algunos podrían pagar más 
y otros no. 


El Banco Central tiene los mismos problemas. Ahora hemos puesto a consulta pública unos proyectos 
normativos. En realidad, el Banco Central va a exigir ciertas garantías y demás, lo cual resulta una dificultad 
para los más pequeños porque implica un costo mayor. Lo que uno ve es que si el mercado de estos agentes 
fuera hacia la consolidación de algunos corredores pequeños en medianos o grandes, no se perjudicaría la 
actividad de nadie y mejoraría la forma de encarar la regulación desde el Banco Central y la autorregulación 
desde el lado de la Bolsa. 


Yo veo muchos beneficios en este proyecto. Además, como medida legal que pretende ser el marco de 
actuación para unos cuantos años, sería mucho más conveniente. 


Reitero que definir el objeto exclusivo de una persona física es muy difícil. Una persona física, por 
naturaleza, puede tener muchas actividades; segregar las que son de operativa de Bolsa es muy difícil. 


Por ejemplo: hay problemas hasta cuando fallece la persona física. Si se trata de una sociedad de Bolsa, la 
sociedad sigue funcionando. En cambio, cuando una persona física fallece, hay un ínterin complicado 
mientras se define quién se encarga de administrar los valores que tenía, de atender a los clientes y demás. 


Nosotros lo vemos más moderno, más positivo. Creemos que el tema fiscal siempre se puede arreglar en 
conversaciones con el Ministerio de Economía y Finanzas, si este así lo considera. 


SEÑORA CHARLONE.- ¿Por qué se plantea la figura de sociedades anónimas y no de otro tipo de 
sociedades? ¿Por qué no la de sociedades personales? Lo pregunto porque inclusive se plantean 
sociedades con responsabilidad patrimonial limitada. Entonces, ¿por qué taxativamente se está 
planteando un tipo determinado de sociedad? 


SEÑORA PATRÓN.- Creo que es porque es la más funcional a la regulación, a la supervisión y 
también para la protección del propio corredor. Yo no veo mal que la responsabilidad esté limitada. En 
realidad, ahora, las personas físicas responden con todo su patrimonio, con el propio, familiar y demás. 
No nos parece que ello sea algo admirable. 


Las sociedades personales tienen los problemas que mencioné con relación a que en algunos casos uno puede 
quedarse con algún vacío en cuanto a quién estaba manejando la sociedad. 


Quizás el doctor Artecona puede agregar algo más en este sentido ya que es especialista en estos temas desde 
hace años. 


SEÑOR ARTECONA.- Por supuesto que otras formas societarias también constituyen personas 
jurídicas y, por lo tanto, en cuanto a la independencia patrimonial y a su actuación, serían admisibles 
como formas jurídicas, tal como están previstas en la ley de sociedades. El tema es que la forma 
societaria de tipo personal en su régimen jurídico dependiendo de los distintos tipos, de una u otra 
manera, con mayor o menor intensidad, está vinculada a la persona de los socios, a la composición de 
la sociedad y a la continuidad de la actividad social. Entonces, eso puede generar algún tipo de 
dificultad mayor en cuanto a la continuación del giro empresarial y a las vicisitudes que sufra ese giro 
en función de la muerte o incapacidad de alguno de los socios. 


En términos generales esa sería la razón por la cual el proyecto se inclina por la Sociedad Anónima, que no es 
una sociedad de tipo personal sino de capital. 


SEÑOR ASTI.- Mi intervención va en el mismo sentido que la planteada por la señora Diputada 
Charlone, precisamente teniendo en cuenta la diferencia que existe, inclusive, en algún tratamiento 
tributario, cuando la actividad que se desarrolla está más vinculada a lo personal, en cuanto al 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y a la posibilidad de que estas puedan liquidar por el IRAE 
pero, a su vez, sin tener por ejemplo el adicional por el retiro de sus utilidades si la dimensión de la 
empresa es menor. Digo esto simplemente para poner un caso que tenía que ver con lo tributario. 
Obviamente, no tiene relación con el tema regulatorio del Banco Central; eso sería para consultarlo 
con las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas. 


¿Por qué tienen que ser sociedades anónimas y no sociedades comerciales o sociedades personales, en las 
cuales podría haber una diferenciación entre la actividad y el patrimonio de esta forma jurídica que es como 
algunos hoy todavía se organizan y que podría significar un cambio en principio no deseado hacia el futuro? 
Entiendo la necesidad regulatoria del Banco Central de tener definida y separada este tipo de actividades 
pero, de la misma forma que lo ha planteado la señora Diputada Charlone, me rondaba la idea de por qué 
para estos casos, para los que hoy existen acordando que se aplicará en los futuros casos, se piensa en la 
posibilidad de que sean sociedades anónimas y no otra forma de sociedades, comerciales o personales por lo 
que había dicho de los distintos tratamientos tributarios que pueden tener las rentas y los retiros de utilidades 
cuando hay una actividad individual muy vinculada a la actividad gravada. 


Obviamente, reitero que reconozco que este tema es para discutir con las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas y no con las del Banco Central. 


SEÑOR POSADA.- Me surgen algunas dudas. La primera de ellas es de procedimiento porque si uno 
revisa la versión taquigráfica de la Comisión del Senado podrá ver que el artículo que se vota, que en 
definitiva fue aprobado, es diferente al del Poder Ejecutivo. Es decir que en ningún momento estuvo en 
consideración el artículo que se planteó por parte del Poder Ejecutivo. Eso me llama la atención 
porque no aparece nadie responsabilizándose de la nueva propuesta. Se hace un cambio que es 
trascendente y que, sin duda como bien se expresaba, tiene importancia desde el punto de vista 
tributario y no aparece ni el Banco Central ni ningún legislador planteando esa iniciativa. 


Me surgen las mismas dudas que planteaban la señora Diputada Charlone y el señor Diputado Asti. Me 
parece que perfectamente podría admitirse otro tipo de sociedades. Esta es una actividad comercial; 
típicamente hay otro tipo de sociedades comerciales que perfectamente podrían admitirse a este respecto 


Pero, en todo caso, no me queda claro por qué el Poder Ejecutivo envía una determinada redacción que 
después termina sustituyéndose; aparentemente por lo que se ha expresado acá, las autoridades del Banco 
Central no estaban de acuerdo con la redacción que había enviado al Poder Ejecutivo. 


Esa es la duda que quería trasladar a nuestros visitantes. 


SEÑORA PATRÓN.- En ocasión de la discusión en la Comisión del Senado, el Banco Central planteó 
algunas modificaciones bastante pequeñas que había recogido de parte de expertos en el mercado con 
posterioridad a que el proyecto hubiera sido enviado al Parlamento por parte del Poder Ejecutivo. 


En la Comisión del Senado nos dijeron que si queríamos podíamos poner a consideración alguna 
modificación y así lo hicimos. 


Este proyecto fue enviado, en determinado momento, por el Banco Central al Ministerio de Economía y 
Finanzas. Después el Ministerio lo modificó y en este tema en particular dimos la opinión de que preferíamos 
el artículo que originalmente habíamos enviado en el proyecto que había salido del Banco Central. 


Esa es un poco la historia que explica la razón de que alguno de los otros artículos quizás no estén en 
discusión o no causen estos problemas, pero también el Banco Central propuso algunas aclaraciones 
alternativas en el momento de la discusión en el Senado que, en realidad, nos parecieron más adecuadas y 
que los señores Senadores tomaron e incorporaron al proyecto. Pero este no es el único artículo; fueron 
varios. 


SEÑOR BAYARDI.- Lo que sucede es que el acta carece de la identificación de la iniciativa. Para 
legislar está pautado quién es que puede tener iniciativa; la puede tener el Poder Ejecutivo, la pueden 
tener, en aquellas cuestiones no privativas, los señores legisladores 


Yo no leí el acta. Tomo, sin lugar a dudas, como buena la apreciación del señor Diputado Posada, que hoy ya 
nos la había trasmitido. 


Lo que nos queda es identificar quién tuvo la iniciativa, qué señor legislador, porque sería bueno preguntarle 
al respecto, más allá de la explicación que nos dio la economista Patrón. 


SEÑORA PATRÓN.- En realidad, estas modificaciones fueron planteadas por el Banco Central cuando 
nos llamaron para consultar nuestra opinión con respecto al proyecto. De lo que recuerdo, no hubo 
ningún legislador en particular que tomara la iniciativa sino que fueron los miembros de la Comisión 
en ese momento. 


SEÑOR BAYARDI.- Ese es el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar a considerar el próximo artículo quería decir, a título 
personal, que el último párrafo del numeral 3. propuesto por el Poder Ejecutivo dice: "En el caso que 
esas personas físicas realicen otras actividades profesionales, comerciales o industriales deberán 
adoptar otras formas jurídicas", lo cual salva, por lo menos, una de las complicaciones que se decía 
que tenía esa redacción. 


Se pasa a considerar el artículo 115, que ha sido objeto de una consideración por parte de las autoridades de 
la Bolsa de Valores de Montevideo. Dicho artículo refiere a la designación de calificadoras de riesgo y dice: 
"Las entidades que realicen oferta pública de valores [...] deberán designar calificadoras de riesgo [...]". La 
observación que hace la Bolsa de Valores de Montevideo es específicamente que las acciones no se califican 
en riesgo en ninguna otra Bolsa según se nos informa y que es muy difícil, que es improbable calificar el 
riesgo de una acción que no tiene término. Por lo tanto, quisiera excluirlas o dejarlas aparte del resto de las 
definiciones. 


Ese es el espíritu de la objeción que se nos ha planteado. 


SEÑORA PATRÓN.- Creo que al respecto existe una preocupación del señor Urraburu que no se 
condice con lo que efectivamente se establece en el artículo. Este estipula que cuando las entidades 
emisoras de oferta pública elijan una calificadora tienen que hacerlo entre determinadas instituciones 
que son las registradas en el Banco Central del Uruguay. Además, el artículo establece quién tiene que 
decidir, dentro de la sociedad emisora, qué calificadora debe contratarse. No expresa que todas las 
emisiones de oferta pública tienen que ser calificadas. En el mundo hay una variedad de situaciones, 
porque en algunas plazas no se califican acciones pero en otras sí; si esa es la preocupación del señor 
Urraburu, la normativa actual bancocentralista ya tiene esa exigencia, pero en todo caso si necesita 
que eso sea reconsiderado porque le parece mal, puede plantearlo a la Superintendencia de Servicios 
Financieros y se verá. 


Lo que expresa este artículo es otra cosa, es decir, que cuando haya que calificar no se pueden utilizar 
calificadoras de riesgo que no estén registradas en el Banco Central del Uruguay. ¿Me explico? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 134 que refiere a la exoneración de IVA a las 
comisiones derivadas por la intervención en la compraventa de valores públicos y privados. 


La objeción es la siguiente: los valores públicos y privados pueden ser nacionales o no. El interés de la Bolsa 
es que se exonere la compraventa de valores públicos y privados nacionales y no así los de otro origen. 


SEÑORA PATRÓN.- Con todo respeto, me parece que no corresponde al Banco Central del Uruguay 
opinar sobre eso; creo que es una cuestión del Ministerio de Economía y Finanzas, porque esta es la 
parte tributaria del proyecto y en realidad nosotros no hemos participado ni queremos hacerlo porque 
no somos especialistas. 


Si no hay más preguntas sobre artículos específicos, quisiera manifestar algo de carácter general respecto a 
este proyecto, que creo el economista Bergara mencionó la semana pasada en algún momento de su 
alocución. 


Este proyecto es muy importante a los efectos de que Uruguay quede bien posicionado a nivel internacional. 
Después de la crisis, sobre todo, ha habido una gran presión para que todos los países adhieran a ciertos 
principios de regulación y de supervisión de los mercados de valores, firmes memorandos de entendimiento 
con sus pares y esa presión ha ido creciendo y los nuevos organismos que están manejando la crisis y la 
nueva arquitectura internacional de regulación y de supervisión están poniendo mucho el acento en 
diferenciar qué países cumplen y cuáles no. Ustedes habrán visto que estamos en una lista gris de la OCDE 
por temas tributarios y en materia de mercado de valores deberíamos estar firmando un memorando 
multilateral de entendimiento para el intercambio de información que es el que se ha acordado en la 
Organización Internacional de Comisiones de Valores IOSCO. Entonces, este proyecto es extremadamente 
importante para poder hacer esas cosas y para poder continuar estando en el conjunto de países que en 
materia financiera hacen las cosas con seriedad porque mucho me temo que la tendencia del G-20 y del 
Financial Stability and Economic Growth, organismo que ahora está dirigiendo la parte de regulación y de 
supervisión a nivel internacional, es clara en cuanto a confeccionar listas negras, a castigar. Un país como 
Uruguay debería tratar de defender su reputación de país serio. Por eso, insisto en que es importante que este 
proyecto sea aprobado; está redactado de manera de cumplir con principios internacionales y en materia de 
intercambio de información es muy importante para firmar el memorando de entendimiento. Ya vimos que 
Monsieur Sarkozy le dijo a las empresas francesas que no se instalen en países que estén en la lista gris de la 
OCDE. Nos preocupa un poco que como país empecemos a tener complicaciones desde el punto de vista del 


retiro de compañías lo que no solo es un efecto reputacional muy negativo sino también que sería muy 
negativo para la economía del país. 


Quería plantearles esta apreciación de carácter general porque me parece que es muy importante que se 
sancione este proyecto con las características que ya tiene para el cumplimiento de los principios 
internacionales y para que Uruguay pueda ser un país de categoría A en esos mercados, aunque tengamos un 
mercado chico. 


Gracias. 


SEÑOR BAYARDI.- Si se me permite, como no quiero quedarme con la espina, quisiera volver al 
artículo 87, relativo a las actividades conexas. El problema es que a veces se dejan muchos aspectos 
librados a la reglamentación y después, por esta vía, se adquiere un carácter de discrecionalidad 
importante y lo que yo entendí era que lo que se quería ver era cuál era el grado de acotamiento de la 
discrecionalidad que tiene el poder administrador frente a este tema. En ese sentido, en el último 
inciso del artículo 87 la economista Patrón dijo que la Bolsa Electrónica de Valores, de acuerdo con las 
actividades que la Superintendencia o el Banco Central del Uruguay consideren, no está en cuestión 
para lo que hoy hace. Pero el problema es que hay una plataforma de "software" que BEVSA tiene, y 
muchas de las actividades de esa plataforma son de arrendamiento de vías de comunicación, de 
carreteras las podría hacer con otra empresa, pero hay una que tiene que ver con valores, con dinero y 
con cambio. 


El tercer inciso del artículo 87 establece: "Podrán realizar otras actividades conexas que sean necesarias para 
el adecuado desarrollo del mercado de valores, las que serán previamente autorizadas por la Superintendencia 
de Servicios Financieros". El problema es que pueden realizarse otras actividades conexas que sean 
necesarias para el adecuado desarrollo del mercado de valores, pero no necesariamente las otras actividades 
que lleva adelante BEVSA pueden ser necesarias para el adecuado desarrollo del mercado de valores. 
Entonces, la duda es que si bien hay una realidad que el Banco Central del Uruguay está dispuesto a asumir 
por lo que dice la economista Patrón, en realidad se está dispuesto a admitir algo que no necesariamente es 
una actividad conexa para el adecuado desarrollo del mercado de valores. La duda es si en realidad se podría 
dar una redacción alternativa de la siguiente manera: "Podrán realizar otras actividades conexas, las que 
deberán ser previamente autorizadas por la Superintendencia de Servicios Financieros". ¿Se entiende la 
diferencia? Una cuestión es que se reivindique el papel supervisor del Banco Central del Uruguay y 
autorizador de las actividades que se puedan hacer, con los fundamentos que exprese, que después podrán ser 
compartidos o no por el administrado; otra es que de alguna manera se abran otros caminos no tan 
limitativos. Digo esto porque puede venir alguien que diga que esas actividades no son conexas con el 
desarrollo del mercado de valores. Se entiende que hay una forma de redactarlo que deja en la discreción del 
poder que tenga el Banco Central y la Superintendencia para decir que lo admite o no lo admite. Hay una 
actividad en la que en realidad se le acota mucho el poder, porque solo podría admitir aquellas que fueran 
conexas. 


SEÑORA PATRÓN.- Creo que el artículo está redactado con el espíritu de que las Bolsas de Valores 
tengan un objeto. El tercer párrafo, precisamente, se dejó abierto para operaciones conexas con 
operaciones de valores y no para cualquier operación. 


El señor Diputado menciona las operaciones que ahora realiza y que ya están autorizadas por el Banco 
Central y le parece que no son conexas, pero a las Superintendencias les parece que sí. Por ejemplo, el 
mercado futuro de dólares, que ahora empezó a operar, es un instrumento financiero, es un valor. Esa 
operativa está muy enraizada con el mercado de cambio spot. Está claro que hay una conexión importante y 
que es razonable que las plataformas en que se manejan esas cosas sean las mismas. Los señores legisladores 
decidirán si quieren cambiar o no el tenor de este artículo, pero entiendo que lo que se quiere consagrar es un 
principio general: que las Bolsas tengan un objeto único. Lo que el regulador después pueda hacer es definir 
si una Operación es conexa o no con ese objeto único. 


Lo que el señor Diputado está planteando elimina la necesidad de fundamentar una relación entre una 
operación u otra, pero también deja al regulador las manos mucho más libres para violar lo que se consagra 
como espíritu general del artículo. 


Por otro lado, quisiera decir que la Superintendencia de Servicios Financieros dentro del Banco Central 
trabaja con continuidad en el tiempo por la forma en que está organizada desde el punto de vista técnico y 
profesional. Digo esto porque si bien la gente que está ahora es razonable, existe la preocupación de cómo 
será en el futuro. No creo que las cosas dependan tanto de una persona en particular, sino de los informes 
técnicos y documentados que se hacen en las Superintendencias y que van marcando un camino y una 
continuidad. Uno no se puede imaginar que una vez definido esto como ya dije esas operaciones son conexas 
y se pueden realizar, venga alguien y dé una orden hacia abajo para cambiar los informes. No es así como 
funciona el Banco Central. Además, no habría ninguna razón para ello. BEVSA ha trabajado en forma muy 
profesional y no vemos ninguna razón de ningún tipo que pudiera causar conflicto para la operación conjunta 
en la plataforma de las tres operativas. En cuanto a otras cosas más de detalle, como decía algún señor 
Diputado, el Banco Central ha estado conversando con BEVSA para manejarlas en forma independiente. 


Me parece que el artículo refleja bastante bien el espíritu con que está trabajando la Superintendencia de 
Servicios Financieros. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, no cambiaría demasiado el artículo si le modificáramos en algo su 
redacción para decir lo que dice que quiere decir y, por ejemplo, estableciera: "Podrán realizar otras 
actividades conexas que al presente han sido autorizadas y las que sean necesarias para el adecuado 
desarrollo del mercado de valores, las que serán previamente autorizadas por la Superintendencia de 
Servicios Financieros". Me parece que de esta manera y con ese agregado que diría que "al presente 
han sido autorizadas", estaríamos poniendo en el texto lo que se nos dice que de hecho funciona y 
funcionaría, de modo de quitar de la eventualidad futura de un cambio de criterios, con el marco de 
una regulación legal que no puede cambiar la reglamentación, las no certezas que puede tener. Me 
parece que si agregáramos eso, podrían quedar satisfechas todas las posibilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia a la delegación del Banco Central. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Banco Central del Uruguay) 

——— En discusión general el proyecto relativo a Mercado de Valores. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión particular. 

Se solicita el desglose de los artículos 87, 97, 115 y 134. 

Se va a votar todo el articulado con excepción de los artículos cuyo desglose ha sido solicitado 
(Se vota) 


——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑORA CHARLONE.- Si no va a haber informe, ¿tiene que haber votación en particular? 
Perfectamente podemos votar el proyecto en general y pasarlo a la Cámara, y soslayamos el tema. Me 
parece que votamos todo el articulado a favor en particular o, de lo contrario, no lo votamos en 
particular. 


SEÑOR ASTI.- No estaba en Sala cuando empezó la discusión del tema. No veo por qué se definió que 
no iba a haber informe; cuando lleguemos al plenario no quiero tener la cantinela de siempre de que 
viene un proyecto tan importante sin informe. Ya lo hemos escuchado muchas veces; cuando no hay 
informe es porque no se tienen las firmas, el informe está redactado y no se puede distribuir porque no 
se consiguen las firmas. Eso lo hemos escuchado y lo hemos explicado muchas veces. No veo por qué 
acá no podemos tener el informe, no sé cómo se llegó a esa decisión. 


SEÑOR POSADA.- Se laudó directamente. 


SEÑOR ASTI.- Mi apreciación es esa; sé, por los antecedentes, que algunos legisladores van a decir por 
qué no hay informe en un tema tan importante como este; vamos a aprobar ciento cuarenta artículos 
sin informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me está planteando una posibilidad reglamentaria. Hemos votado en 
general siete en siete el proyecto. Todos los artículos menos los cuatro desglosados. Si los señores 
Diputados están de acuerdo se pueden votar los cuatro desglosados por la mayoría de Gobierno, se 
designa miembro informante y esos cuatro desglosados se modifican en Sala. 


En discusión el artículo 87. 
(Se vota) 
——— Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 97. 
SEÑOR POSADA.- Solicito que se desglose el numeral 3. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 97 con excepción del numeral 3 que ha sido 
desglosado. 


(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el numeral 3. 

(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 115. 

(Se vota) 

——- Seis en siete: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 134. 

(Se vota) 

——- Seis en siete: AFIRMATIVA. 

Se propone como miembro informante al señor Diputado Asti. 
Se va a votar. 

(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 


(Ingresan a Sala representantes del Centro de Hoteles y Restaurantes de Punta del Este y del Centro de 
Hoteles y Restaurantes de Piriápolis) 


——— La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Hada Piñeyro, Presidenta del Centro de Hoteles de 
Piriápolis, a los señores Fernando Massa, Presidente del Centro de Hoteles de Punta del Este, Héctor Araújo, 


Presidente de la Liga de Fomento, Javier Santiago, Director del Centro de Hoteles, al contador Juan 
Martínez, Vicepresidente del Centro de Hoteles de Piriápolis, y a los doctores Julio Facal y Damián 
Burgueño, asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que la presencia de la delegación surge de una inquietud 
planteada por el señor Diputado Pérez González debido a una situación que se presenta en el 
departamento de Maldonado, la Comisión ha invitado a los Representantes por Maldonado de los 
distintos partidos. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Como este tema ha tomado estado público, creo que todos estamos 
informados del conflicto que se ha planteado entre las emisoras de tarjetas de crédito y los Centros de 
Hoteles de Punta del Este y de Piriápolis. 


Lo que nos anima es la generación de un ámbito de negociación y de discusión que permita solucionar el 
problema, que si bien afecta a Maldonado directamente, en virtud de la inminencia de la temporada de verano 
que es muy importante para nosotros, también afecta al país, ya que esta situación se genera en Punta del Este 
cuya proyección no es solo nacional sino que trasciende fronteras generando una mala imagen de la industria 
turística en la región y en el mundo. 


Por lo tanto, la Comisión y los Representantes por Maldonado hemos entendido que se trata de una situación 
que amerita nuestra participación, y escucharemos a las partes para generar ese ámbito que sería 
fundamental. 


SEÑOR MASSA.- Antes que nada, quiero agradecer muchísimo a la Comisión que nos haya recibido. 


Trataré de sintetizar los antecedentes en los que se ha generado esta situación de, diría, conflicto con las 
tarjetas de crédito para explicar el punto en que estamos. 


El arancel alto que aplican las tarjetas de crédito, específicamente a los hoteles de Punta del Este, constituyó 
la preocupación de la gran mayoría de los hoteleros desde hace tiempo. Diría que hace dos años nos 
planteamos que de acuerdo con lo que significamos como sector y con lo que facturamos, se necesitaba un 
ajuste y una actualización del arancel, ya que hemos sido pioneros en el uso de tarjetas de crédito en 
Uruguay, porque la hotelería se tuvo que adaptar a cuestiones internacionales. La mayoría de los hoteles hace 
más de treinta años que usan tarjetas de crédito en Uruguay cuando los comercios en esa época no las 
utilizaban. 


Entonces, creemos que este arancel debería actualizarse y para lograrlo nos propusimos empezar a hablar con 
las emisoras de las tarjetas de crédito, pero no individualmente como lo veníamos haciendo, y hubo intentos 
fallidos en varias oportunidades, sino coordinando acciones, y la Comisión Directiva del Centro de Hoteles 
actuó representando a una gran mayoría, ya que estamos hablando del 90% de los hoteles asociados al Centro 
de Hoteles de Punta del Este, a lo que debe sumarse la inquietud del Centro de Hoteles de Piriápolis en el 
mismo sentido. 


En mayo de este año se iniciaron las conversaciones. Fuimos a visitar individualmente a los gerentes de las 
principales tarjetas de crédito, Diners, Mastercard, American Express, Visa y OCA. En principio fue un 
planteo verbal, acompañado también de un planteo por escrito, en el que dábamos argumentos en cuanto a los 
niveles de facturación que significaba la hotelería. Planteábamos un escenario de buscar ganar y ganar; 
queríamos profesionalizar más el sector, incentivar la mediación y el uso de tarjetas de crédito que la 
hotelería más artesanal no la estaba utilizando de acuerdo con lo esperado. Dimos una serie de argumentos y 
pedimos una respuesta. Concretamente, pedimos un ajuste y una actualización del arancel que, en el mejor de 
los casos, era del 5% y llegaba al 10% en algunos hoteles, una diferencia enorme. Planteábamos un arancel 
máximo del 3% y una mejora en los plazos de pago de tres ciclos a dos ciclos. Además, teníamos una 
referencia que nos marcó la cancha. La corporación gastronómica, los restoranes de Punta del Este hace 
cuatro o cinco años habían logrado un acuerdo después nos enteramos que formalmente no estaba firmado a 
nivel corporativo, pero en los hechos operaba de un arancel del 4%. O sea que nos comparamos con ellos y 
en esta instancia de diálogo y en un planteo razonable pedimos un 3%, pensando que en un mano a mano 
íbamos a lograr un 4%. Pensábamos que era un camino absolutamente sencillo. Arrancamos en mayo con 


estas conversaciones, los volvimos a visitar luego de dos meses pidiendo que nos respondieran algo concreto, 
que nos hicieran una contrapropuesta, pero no recibimos ninguna respuesta. Inclusive, seguimos actuando 
individualmente por si no nos querían responder en forma conjunta. En ningún caso logramos una respuesta y 
cuando hubo mucho malestar entre los hoteleros porque directamente nos ignoraban y no nos respondían, 
empezó a tomar forma la idea de no aceptar las tarjetas de crédito como medio de presión, no para trasladar 
esta situación al Gobierno o al escenario de hoy, sino porque era una herramienta más, conflictiva, pero que 
podía ayudar a que nos tomaran en serio, nos hicieran una contrapropuesta y no nos desoyeran. Siempre fue 
sobre esa base. Les volvimos a avisar que la cuestión venía por ese lado, pero lo máximo que obtuvimos fue 
que nos dijeran que iban a analizar caso por caso, nunca a nivel corporativo, pero ni qué hablar para mejorar 
ese escenario del 5%. 


En definitiva, les respondí claramente luego de consultar a todos los involucrados en el tema que no lo 
tomábamos como recibo, ni siquiera como una respuesta válida a la cuestión y que íbamos a iniciar medidas 
más duras, como las que adoptamos a partir del 1 de setiembre y que todavía imperan al día de hoy, como la 
no aceptación parcial de algunas de las tarjetas de crédito. Desde el 1? de octubre a la fecha estamos en un 
punto en el que no aceptamos ninguna tarjeta de crédito como medio de pago. 


A partir de eso el diálogo fue nulo. Como esto tomó estado público generó preocupación en el poder político, 
pero lejos de propiciar un acercamiento al diálogo nos distanció aún más. Lo que sí quiero decir es que dentro 
de lo negativa y dura que está la cuestión, lo positivo fue que el viernes hubo una charla de acercamiento 
propiciada por la Liga de Fomento y Turismo de Punta del Este como un actor privado que nuclea a la 
mayoría de las instituciones vinculadas al turismo del lugar. Está claro que esto no solo afecta nuestra 
situación en particular, nuestra imagen y las de las tarjetas, sino la de todo el destino, que es internacional. 
Está claro que el efecto y las repercusiones en la temporada pueden ser muy negativos. El diálogo se dio, fue 
bueno, por lo menos estuvimos cara a cara y cada uno escuchó a su contraparte, pero en definitiva nos pedían 
un escenario de tregua sobre la base de no ofrecernos prácticamente nada en el corto plazo. 


Me gustaría que nuestro asesor legal complementara la exposición. 


SEÑOR FACAL.- Les voy a pedir que presten atención a una brevísima exposición que voy a hacer 
porque me parece que, como bien decía el señor Diputado Pérez González recién, lejos de ser un 
problema puntual que hoy afecta a Maldonado, es un problema general ocasionado por el contexto que 
se viene dando debido al sistema de pago de las tarjetas de crédito desde hace muchos años. 


Nos consta que Punta del Este tiene que salir rápidamente de esto; hay una iniciativa del señor Diputado 
Casaretto en ese sentido, pero pueden ser otras alternativas. Me gustaría puntualizar dos o tres aspectos que a 
ustedes como legisladores los puede nutrir para el futuro, en cuanto a elementos a tomar respecto a este 
sistema de pago. 


Señalo dos aspectos. Uno de ellos es el sistema de pagos de tarjetas de crédito, el desarrollo vertiginoso que 
ha tenido. Ya lo hemos hablado cuando nos visitaron los Diputados de Maldonado, pero me interesa hacer 
hincapié por aquellos que no estuvieron. Es un sistema que hoy se ha vuelto fundamental no solo para los 
comercios sino también para el usuario, porque sustituye la moneda, favorece la circulación de bienes y 
servicios y facilita el régimen de pagos. Como todo sistema de pagos o como todo sistema que contribuye a 
la circulación de bienes y servicios, trata de favorecer la actividad negocial. No puede ser que este sistema de 
pagos termine siendo el negocio. El negocio es de que quienes desarrollan la actividad comercial y se 
complementan con este sistema de pagos para favorecer la circulación de bienes y servicios. Ese aspecto para 
mí es central. ¿Por qué digo esto? Porque en los contratos de las tarjetas de crédito, por un lado está el 
administrador de créditos Visa, Master, American que contacta a los comercios y, por otro, los bancos, hoy 
emisores que contactan al usuario. Ambos contratos han sido tildados en reiteradas oportunidades como 
contratos de adhesión eso no está mal, está legitimado por la ley_ de defensa del consumidor, pero con 
cláusulas de dudosa transparencia o que terminan siendo abusivas, para el consumidor, por ejemplo, por los 
vales en blanco y una serie de cosas que ya se han señalado, y para los comercios por determinadas cláusulas, 
como la exclusividad en los pagos. Si ustedes analizan el contrato entre los comercios y las tarjetas, verán 
que lo que quieren las tarjetas es que prácticamente no haya ningún pago que no sea con tarjeta de crédito, 
impidiendo la diferenciación de precios, las promociones contado. Entendamos algo: esta distorsión en el 
mercado desfavorece al consumidor final. Allí es cuando entendemos que el Estado tiene que intervenir, es 
decir, cuando el interés general se ve lesionado, porque es lo que marca la ley de defensa de la competencia. 


El consumidor final puede querer pagar al contado, por alguna promoción que tenga el hotel. Si leen 
detenidamente el contrato parecería que las tarjetas quieren monopolizar eso. 


Entendemos que este sistema, más allá de los temas puntuales que se dan, como el hecho de actuar 
corporativamente, fijar los aranceles en forma corporativa, de plazos totalmente desmedidos, de aranceles 
altos, viene suscitando una serie de problemas tanto para el comercio como para el consumidor, como la fuga 
de información, la clonación de tarjetas, etcétera. |Además, una inseguridad jurídica brutal que ha generado el 
sistema de tarjetas de crédito de unos años a esta fecha y que hoy no tiene una regulación específica en 
Uruguay; ha habido algún proyecto de ley pero ha fracasado. En Argentina hay una ley que regula el contrato 
de tarjetas de crédito así como la responsabilidad del emisor, del administrador de créditos. 


Creo que esto, en primer término, debemos enmarcarlo en una problemática general que de fondo y a largo 
plazo debería ser solucionada; me refiero a la inseguridad jurídica y a las condiciones abusivas que contienen 
los contratos tanto el de los consumidores como el de los comercios adheridos al sistema. Quien armó el 
circo; quien armó el sistema es el administrador y, por tanto, entendemos que es al que le cabe una enorme 
responsabilidad. 


Por otro lado, tenemos las nuevas leyes que han regulado el mercado. A partir del año 2000 una empresa no 
le puede vender a quien quiere, los consumidores son todos iguales ante la ley, el derecho al consumo, y 
respecto de las empresas, las nuevas normas que regulan la competencia, es decir, la libertad de competir 
pero cuando yo lesiono el interés general o hay distorsiones en esa libertad de competencia, el Estado debe 
intervenir. 


La ley señala tres o cuatro aspectos que me parecen fundamentales. Los pactos colusorios, es decir, agentes 
económicos que se juntan para fijar condiciones desiguales; las prácticas anticompetitivas y lo que llamamos 
el abuso de posición dominante. Nosotros entendemos que acá el sistema está regulado por cinco o seis 
grandes actores que actúan en forma corporativa a través de una Cámara de Comercio de Tarjetas de Crédito. 
Otras de las prácticas anticompetitivas o de abuso de posición dominante que señala la ley_ de defensa de la 
competencia es cuando este tipo de actitudes se toman gremialmente y es lo que vienen haciendo 
continuamente las tarjetas de crédito: actuar gremialmente. Cuando hay un problema con un actor, con un 
comercio, quien comunica inmediatamente el bloqueo o una medida corporativa es la cámara de tarjetas de 
crédito y esto es por donde se lo mire una actitud anticompetitiva y de abuso castigada por la ley de defensa a 
la competencia. En ese marco, lo que hicimos nosotros fue poner en conocimiento de la nueva comisión de 
promoción y defensa de la competencia de estos hechos, que está actuando, bajo la supuesta actitud irregular 
que estarían infringiendo la ley para que la comisión investigue. Se planteó un tema de competencia dentro 
de la comisión de competencia, para saber si somos competentes nosotros o el Banco Central; nosotros les 
hicimos ver que si bien podía haber algún aspecto que hacía a la intermediación, las tarjetas en definitiva no 
captaban ahorro público respecto de los comercios, administraban créditos y, por tanto, nosotros entendíamos 
que era competencia de la comisión. La comisión se declaró competente y en este momento está tomando 
cartas en el asunto. 


Indudablemente acá se lesiona el interés general y se termina afectando al consumidor final que, en este caso, 
es el turista, segunda industria del país. Los hoteles hoy no tienen un margen adecuado para poder hacer 
promociones o rebajas a ese consumidor final favoreciendo el consumo de bienes y servicios porque 
inmediatamente las tarjetas van a poner sus condiciones, sus aranceles y sus plazos. 


Otro aspecto importante que me parece que tenemos que tratar es el de los plazos que estamos manejando, 
porque la temporada ya se viene. La comisión de promoción y defensa de la competencia ha mostrado la 
mejor buena voluntad, estamos seguros que va a mediar en este aspecto, puede actuar de oficio y 
seguramente lo hará tratando de ir un poco más allá. Ellos tienen idea de estudiar el tema a fondo y de que 
esto no termine en una solución puntual sino en una regulación específica. El tema es ver cómo salimos de la 
temporada. En ese sentido fue que apelamos al Estado, a ustedes los legisladores, al Poder Ejecutivo, al 
Ministerio de Economía y Finanzas para ver si de alguna manera podían mediar en esto, ya sea por decreto y 
eso hay que estudiarlo bien y si se podía por lo menos provisoriamente fijar un arancel podría haber 
posibilidades de que esto pasara, por lo menos por la temporada— y empezar a estudiar el tema a fondo. De 
pronto crear una comisión de trabajo específica para regular y legislar este sistema que, como digo, se ha 
vuelto complejo, hoy son muchos actores, tenemos usuarios adicionales, administradores y emisores, 
comercios adheridos e intermediarios en la venta; un ejemplo es el caso de aerolíneas y agencias de viaje. Ha 


habido una estafa muy grande en el año 2002, en el que las agencias de viaje quedaron en el medio, no sé si 
recordarán el caso Camarotta, pago con tarjeta de crédito. Son muchas las cuestiones que se vienen sumando 
y hoy se agrega esto que entendemos no es un tema menor. Por eso la explicación desde el punto de vista 
jurídico porque entiendo que para ustedes es importante nutrirse de elementos que les permitan trabajar en el 
futuro. 


Les agradezco la invitación. 


SEÑOR CASARETTO.- Muchas gracias a los integrantes de la Comisión por invitarnos y por 
permitirme hacer uso de la palabra, además de dar la bienvenida también a la delegación. 


La intención era contar en el día de hoy con la presencia en la Comisión de las dos partes interesadas, así 
como también poder escuchar la posición de la Cámara de Tarjetas de Crédito que por razones de agenda no 
ha podido concurrir. Llama mucho la atención que una Cámara con cinco o seis emisores no tenga un 
funcionario que concurra al Parlamento cuando es convocado. 


Tomamos contacto con esta dificultad cuando ya está planteada la medida de fuerza y es por eso que pedimos 
una audiencia con el señor Ministro de Turismo y Deporte, que nos recibió el 23 de setiembre y queremos 
dejar constancia de que el tema le preocupa. En ese momento nos transmitió que era el primer problema de 
agenda de cara a la próxima temporada turística, inclusive nos pidió una acción en conjunto como forma de 
poder buscar una salida, él desde el punto de vista ejecutivo a través del Consejo de Ministros, conversando 
con las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y nosotros, como Diputados por Maldonado, 
viendo la posibilidad de buscar entendimientos. 


Estamos convencidos de que esto requiere una solución legal. En España, en República Dominicana, países 
que tienen importantes industrias turísticas esto está legislado. Pensar en una solución legal ante la 
inminencia de la temporada o en un receso parlamentario es un saludo a la bandera. Entonces lo que 
planteamos y así se lo hicimos llegar al señor Ministro Lescano fue la posibilidad de que el propio Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio de Economía y Finanzas, Banco Central, pudiese durante ciento ochenta 
días, como medida transitoria, por vía de decreto topear en un 3% que es lo que sucede en Argentina, Brasil y 
países de la región— y luego abocarse, el Parlamento o el Poder Ejecutivo, a una solución de fondo. 
Lamentablemente no logramos eco; el propio Ministro de Turismo y Deporte nos trasmitió que él llevó 
adelante esta propuesta pero no tuvimos mayores respuestas. Yo tengo pedida desde el 15 de setiembre una 
audiencia con el señor Ministro de Economía y Finanzas que no ha sido contestada, se hicieron todos los 
pasos; también me consta que el Diputado Pablo Pérez González, en nombre de todos los Diputados de 
Maldonado y a pedido de las instituciones, intentó que el Ministerio nos pudiera recibir. También hubo 
algunas declaraciones del señor Subsecretario Masoller diciendo que este es un problema entre privados y 
que el Estado no debe intervenir. Yo creo que podría ser un problema entre privados si fuese una tarjeta con 
un hotel o con cinco hoteles que afectaran directamente a una empresa. Pero cuando tenemos un destino 
turístico como Punta del Este, que está sufriendo como todo el país desde hace muchos años los cortes de 
puente, que además compite con destinos fruto de la cotización del dólar, etcétera, se nos hace muy 
dificultoso agregar a un destino turístico de carácter mundial la no existencia de tarjetas de crédito en 
hotelería, lo que nos ubica en una posición totalmente desventajosa desde el punto de vista de la 
competencia. Quien va a los hoteles es el turista de clase media, el turista de clase alta alquila casa o 
apartamento. El turista de clase media va al hotel y usa tarjeta, ya sea porque quiere llevar menos efectivo, ya 
sea porque quiere pagar a los treinta días, o por lo que sea; ya ha habido casos de cancelaciones de reservas 
para este verano. Entonces, cuando ponemos en juego la hotelería del principal balneario y de Piriápolis, no 
estamos solo poniendo en juego las empresas que hoy se ven perjudicadas sino que estamos poniendo en 
juego que hay menos turistas, los restoranes venden menos, se venden menos refrescos en la playa, viaja 
menos gente en los taxis, se venden menos entradas al cine, menos comercios que venden ropa, etcétera. |O 
sea, hay una afectación de la industria turística, que es la principal del departamento de Maldonado, pero la 
segunda del país como bien se decía aquí, habiendo dejado, en los últimos tiempos, cifras que rondan los 
US$ 1.000:000.000 anuales. Entonces, creemos que esto dejó de ser un problema entre privados y pasó a ser 
un problema en el que estamos convencidos el Estado no puede o no debería seguir mirando hacia el costado. 


Además, estoy convencido de que si este conflicto no se resuelve, seguramente llegará un momento en el 
cual se acepten las tarjetas de crédito y ese porcentaje se vuelque al consumidor, lo que nuevamente nos hará 
menos competitivos que otros países de la región. 


Como antecedente, en nuestro país existe la Ley_N* 17.453, que está reglamentada por el Decreto N* 94, de 
2002, que establece para las estaciones de servicio, inmobiliarias, "tax free shops", una alícuota del 2%. O 
sea, hay antecedentes de que el Estado ha reglamentado determinadas actividades estableciendo topes. 


Nosotros no estamos pretendiendo que esto sea de por vida, sino que, por lo menos, nos permita pasar este 
problema que tenemos hoy. Este problema se está iniciando; la gente está entrando a Internet para ver 
Florianópolis, Viña del Mar, Mar del Plata, Punta del Este y, sin duda, no tener tarjeta de crédito es un factor 
determinante a la hora de elegir el destino. 


Ese es el sentido del planteo que hicimos llegar a los empresarios, como base de discusión, que constituye un 
aporte, sin buscar a esto ningún otro tinte que no sea tratar de ayudar a una temporada turística que no 
debería fracasar, porque de su mano se mueven muchas otras actividades que conocemos todos los que 
vivimos allí. 


Luego de que la delegación se retire, haré propuestas en otro sentido, porque no corresponde deliberar en su 
presencia, pero quiero manifestar que creo que hace muy bien el Parlamento Nacional en tomar cartas en el 
asunto, por lo menos, y no mirar hacia el costado a la hora de un conflicto que se ha venido desarrollando 
desde hace casi noventa días, sin que se avizore una solución posible. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Agradezco a la delegación que haya venido a esta Comisión, que no es la 
nuestra. 


No voy a abundar en detalles; voy a dar mi opinión con respecto a este tema, que es la de una corriente 
política dentro del Frente Amplio, o sea, del Gobierno que tenemos en el día de hoy y que, seguramente, será 
el próximo, luego del 29 de noviembre. 


No tengo dudas: no puedo ser neutral en esta situación que están viviendo los hoteleros y otros en el 
departamento de Maldonado. 


Quiero sensibilizar a los compañeros Diputados de Comisión en cuanto a lo que significaría en afectación 
económica, tanto para la macroeconomía de Maldonado como para la macroeconomía de todo el país, un 
hecho de esta naturaleza. También creo que la diferencia de tamaño en cuanto al superpoder que tienen las 
tarjetas en este momento con respecto al centro de hoteles es manifiesto. Por otra parte, ha quedado 
demostrado en el mundo, según los últimos hechos, que el Estado debe intervenir en determinadas 
situaciones. Estoy pensando también que la afectación económica que puedan tener los hoteleros en nuestro 
departamento va a repercutir directamente en las fuentes de trabajo, con todo lo que ello significa; o sea que 
el piolín se va a terminar cortando por el lado más fino. Es lo que creo. 


Teorías al respecto puede haber muchas, pero creo que ha llegado el momento de actuar; no lo he consultado 
con otros compañeros del Frente Amplio, pero hago el planteo en forma personal. Intenté comunicarme con 
el señor Ministro de Economía y Finanzas un par de veces y no me dio bolilla. Seguramente él se entere, 
aunque sea, por algún Secretario voy a pedir que todo lo que se hable aquí se envíe al Ministerio de 
Economía y Finanzas y al Banco Central; quiero aclarar que cuando un compañero pide ser atendido por un 
jerarca no es para molestar, sino, en todo caso, para sensibilizar. Como esperé en vano todo este tiempo, lo 
digo acá, para que se sepa: no he tenido oportunidad de comunicarme con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, que fue con quien intenté esa gestión. 


Pretendemos una solución, aunque sea para esta temporada. No puedo ser neutral en esta situación, y creo 
que ha quedado clara cuál es mi posición. Deseamos que el Estado intervenga en esta situación, aunque sea 
transitoriamente, por esta temporada, hasta que se regule de otra manera. 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, además de agradecer la visita de la delegación, quiero felicitar la 
iniciativa del compañero Diputado Pérez González en cuanto a habernos reunido y manifestar que 
lamento que no esté presente la contraparte en este conflicto. 


Reconozco la importancia que tiene el planteo realizado y lo que hoy está en juego, pero, al mismo tiempo, 
quiero hacer algunas puntualizaciones. 


En el pasado inmediato, este Parlamento tomó algunas medidas que favorecieron el uso de las tarjetas de 
crédito como una forma de formalización de la economía, como la devolución del 9% del IVA en el sector 
gastronómico. Esa ha sido una medida, así como también lo fue el descuento del 28% del IMESI en los 
combustibles de frontera lo recuerdo con mucho placer por haber intervenido directamente en ello, también 
con el uso de las tarjetas de crédito. O sea que el Parlamento ha buscado fomentar el uso de las tarjetas de 
crédito en varias actividades, precisamente, para favorecer ese intercambio de bienes y servicios, como 
decían los visitantes. Por lo tanto, como Parlamento, tenemos antecedentes de haber incidido en el uso de este 
instrumento, siempre argumentando, entre otras cosas, las ventajas que tiene para el consumidor final, para el 
Estado, por la formalización de la economía y también para quienes tienen el negocio que, en definitiva como 
bien expresaban, son los que posibilitan el uso de la tarjeta y el descuento correspondiente. 


No obstante, tengo alguna apreciación para formular. Si bien la delegación fue clara, quiero que reiteren 
algunos conceptos. ¿La situación que plantean es preexistente a esta temporada? O sea, ¿no ha habido 
cambios con respecto a esta temporada, y ustedes lo que pretenden es que haya un cambio? Creo que es 
fundamental aclararlo para la toma de decisiones. Cuando se habló de la posibilidad de intervención del 
Poder Ejecutivo, quería poner arriba de la mesa el hecho de que lo que hoy se está solicitando es que se 
cambie lo que ha pasado en temporadas anteriores. Quiero aventar cualquier posición de tremendismo con 
respecto a los éxitos de la temporada, porque también pasó con algunos otros agentes políticos económicos 
en la temporada anterior que dijeron que iba a ser tremendamente mala por la crisis que estábamos viviendo, 
pero los resultados están a la vista. 


Entiendo la preocupación que manifiestan y la necesidad de tener una definición antes de que comience la 
temporada, pero quiero reiterar que lo que la delegación pretende es que no se aplique lo que se instrumentó 
durante la temporada anterior y que se varíen las condiciones para igualarse con otros sectores del comercio y 
de servicios, que tienen un tratamiento distinto, como el caso del sector gastronómico. Pero cuando se 
discutió el proyecto de ley del sector gastronómico, se buscaron los mecanismos para que el beneficio que 
obtendrían por el mayor nivel de actividad que supondría el incentivo del descuento del IVA por parte de los 
consumidores, se reflejara en las tarifas. Ese fue un acuerdo que se hizo internamente, fuera de la ley y de la 
intervención del Poder Ejecutivo, lográndose una situación como la que describen. Coincidiendo con que esto 
es importante y con que el Estado debe preocuparse por este tema, dejamos la constancia de que lo que se 
solicita es rever una condición de mercado que preexistía y que no se quiere que continúe en esta temporada. 


SEÑOR ARAÚJO.- Soy Presidente de la Liga de Fomento y Turismo de Punta del Este y Tesorero del 
Centro de Hoteles de Punta del Este. 


A la Liga de Fomento y Turismo nos preocupa la imagen del destino turístico. En ningún momento dijimos 
que la temporada vaya a ser mala o buena porque se usen o no tarjetas de crédito. Quiero hacer aclaraciones 
con respecto a este tema porque todos los años tenemos una gran competencia que es la prensa argentina, que 
está deseando que surja cualquier cosa para agrandarla. En esa prensa normalmente no se difunde "Hoteles 
no aceptan tarjetas de crédito" sino "Punta del Este no acepta tarjetas de crédito". Entonces, la imagen que se 
está dando no es buena. Por eso la Liga de Fomento y Turismo interviene y solicita al Centro del Hoteles de 
Punta del Este del que soy parte, pero ahora estoy hablando como representante de la Liga de Fomento y 
Turismo que se reúna a conversar el viernes se logró una reunión entre el Presidente del Centro de Hoteles y 
representantes de algunas tarjetas de crédito para levantar esta medida por el daño que ocasiona. 


El sábado se inaugura en Buenos Altres la Feria Internacional de Turismo, FIT, a la que concurriremos la 
mayoría de los operadores turísticos del Uruguay. Lo primero que nos van a preguntar los argentinos es si el 
problema de las tarjetas se solucionó o no. Hay que hacer una declaración. Esta es una preocupación de la 
Liga de Fomento y Turismo, y por eso solicitó al Centro de Hoteles que se tome alguna medida, porque esto 
hace daño, no ya a la hotelería, sino al destino. De hecho, como dijo el señor Diputado Casaretto, ya hay 
algunos hoteles que trabajan con tarjetas. 


Ahora voy a hablar como hotelero. Como ustedes saben, el extranjero tiene tasa cero. Esa fue una medida que 
se implementó para ser más competitivos. Los hoteles de Piriápolis y Punta del Este mantienen las mismas 
tarifas. No es noticia para los señores legisladores que un dólar el año pasado en esta época estaba a $ 23 y 
que hoy está a $ 20, es decir, un 15% menos. Entonces, el Estado no cobra IVA, pierde un ingreso importante, 
que es el 10% de toda la venta; los hoteleros, de saque, pierden un 15% de sus ingresos en pesos, a lo cual se 
suma la inflación, porque todos nuestros insumos los pagamos en pesos sueldos, BPS, luz, agua, y encima 


seguimos aguantando la tarifa. Por lo tanto, en lugar de ganar, ganar, se logró perder, perder, es decir que 
perdamos todos un poco: pierde un poco la tarjeta, pierden un poco los hoteles en su rentabilidad. 


Quiero aclarar que no fue el Centro de Hoteles el que tomó esta medida porque no es un gremio, sino un 
grupo de hoteleros, muchos de los cuales son socios del Centro de Hoteles. A ellos se unió un grupo de 
hoteles del centro de Piriápolis, que no constituyen la totalidad. Si no fuera así, estaríamos incumpliendo en 
bloque, y eso constituiría un daño para nuestras instituciones. 


Me gustaría que entendieran que este daño que se está haciendo es a la imagen del destino turístico, y no solo 
a la de Punta del Este. Cuando vamos al exterior vemos que a Punta del Este lo conocen más que a Uruguay. 
Punta del Este es como el buque insignia. Si una temporada es mala en Punta del Este, normalmente las 
termas vienen mal, Colonia viene mal. Nos guste o no, Punta del Este da el puntapié inicial. 


Vuelvo a hablar como representante de la Liga de Fomento y Turismo de Punta del Este. Creo que es 
necesario que los hoteles consideren esta medida, con arreglo o sin arreglo, porque le hace daño a la imagen 
del destino; podrían basarse en la confianza que el Centro de Hoteles tiene en que los legisladores seguirán 
trabajando en este sentido. 


Los hoteles, como tienen todos los comercios, tenemos una retención de parte de las tarjetas de crédito. 
Antiguamente era de un 2% y hoy es de un 5%. ¿Cuál es la diferencia con respecto a la hotelería de Punta del 
Este? Que trabaja un 95% con extranjeros. El extranjero, como ya dije, tiene tasa cero y, por lo tanto, los 
hoteles de Punta del Este generan un IVA a favor muy importante el IVA de la luz, el IVA del agua mientras 
que cualquier otro comercio lo descuenta todos los meses del IVA compra. La hotelería no, sino que lo tiene 
que hacer una vez al año. Si a eso sumamos el 5% de la retención, llegamos al porcentaje que daba el 
Presidente del Centro de Hoteles. Él decía que es entre un 11% en el mínimo y hasta un 14% por esa famosa 
retención que se hace a los hoteles. 


En invierno, en Punta del Este como en Piriápolis uno trabaja para perder plata. Lo hace para conservar la 
fuente de trabajo, para no perder al personal que capacitó. Digo esto porque lo principal en la hotelería, que 
es vendedora de servicios, es el personal. Para conservar al personal capacitado los hoteles tienen que hacer 
un gran esfuerzo, compitiendo con los edificios, para darle trabajo todo el año para cuando llegue el turista. 
Un balneario o zona que se llame turística debe poseer dos aspectos básicos, aunque no sean los de mayores 
ingresos: transporte y hotelería. Cuando un turista va por primera vez a un destino no va a una casa, sino a un 
hotel. 


Todas esas cosas son las que hay que tener en cuenta para entender la necesidad que tenemos de que esto se 
solucione. Entendemos lo que dijo el señor Diputado Asti en cuanto a que esto quizás no se pueda solucionar 
ahora. Me parece que lo que el Presidente del Centro de Hoteles quiere es generar un compromiso con los 
legisladores en el sentido de que van a trabajar en eso y la Liga de Fomento y Turismo solicita con gran 
preocupación que se llegue a un entendimiento. En este sentido, lamentamos que los representantes de las 
tarjetas de crédito no estén hoy acá. 


Reitero que el sábado es la inauguración de la Feria Internacional en Buenos Aires y ya tenemos 
conocimiento de que lo primero que van a preguntar es si esto se resolvió. Lo peor es que preguntan: "¿Punta 
del Este acepta tarjetas?". Punta del Este sí, es la hotelería la que tiene un problema puntual. 


Quiero aclarar también que los hoteles más perjudicados son los pequeños, los hoteles artesanales, que tienen 
una tarifa muy reducida y ese 12% o 14% se les hace muy difícil de sobrellevar. ¿Cuál es el problema? Que 
esos hoteles están en la Península. ¿Cuál es la entrada a Punta del Este? La Península. Entonces, ver en la 
puerta de esos hoteles un cartel que dice "No aceptamos tarjetas de crédito", en la entrada a Punta del Este, es 
algo que daña la imagen. Los hoteles que no entraron en esta, digamos, lucha son los cuatro y cinco estrellas 
que tienen comisiones menores y tarifas mucho más elevadas que permiten pagar una comisión. 


SEÑOR SANTIAGO.- Gracias por recibirnos. 


Quería hacer un apunte a lo que dijo el señor Héctor Araújo, no tanto desde el punto de vista gremial sino 
hotelero. El hablaba de un 12% a un 14% de falta de liquidez porque, al fin y al cabo, se reduce a eso. 
Nosotros cobramos del pago de la tarjeta de crédito para hacerlo gráfico un 84% aproximadamente un mes 


después de que el pasajero estuvo y se fue. Eso supone un desajuste en la caja diaria muy importante para 
nosotros, aunque después, al final del año, en el balance, podamos recuperar el 5% de retención del que se 
habla. 


También quería hacer un apunte de por qué consideramos que este año es distinto. Es verdad que esta es una 
situación que se viene arrastrando en el tiempo. Hoy las cosas no son como eran ayer. Hoy somos menos 
competitivos; quizás, no tanto por errores nuestros sino por aciertos de nuestros competidores directos. 
Argentina tiene una política turística muy agresiva para promover el turismo interno, para que la gente se 
quede en su país. Hacer turismo dentro de la Argentina tiene beneficios fiscales. Inclusive, ahora se está 
planteando que cuando un vehículo salga del país tenga que pagar un impuesto. Todo esto, más los cortes de 
los puentes, la moneda devaluada en Argentina, más la devaluación del dólar, que hace que tengamos que 
contener las tarifas para ser competitivos, etcétera, hace que ocurra lo mismo que sucede con los materiales. 
No sé si aquí hay algún ingeniero, pero los materiales tienen un punto de estrés: aguantan, aguantan, 
aguantan hasta que se rompen. 


Nosotros somos los principales perjudicados por no aceptar tarjetas de crédito. No solo se trata de cobrar al 
turista que viene y se aloja en el hotel, sino de garantizar la reserva porque generalmente uno compra el 
servicio desde su casa con un tiempo de antelación y muchas veces es garantizado a través de la tarjeta de 
crédito. Hoy no tenemos acceso a esa herramienta. Nos estamos haciendo daño a nosotros mismos 
precisamente porque un titular que diga que en Punta del Este no se aceptan tarjetas, a la hora de elegir un 
destino u otro, nos borra del mapa. 


Nunca quisimos llegar a esta situación; si se llega es porque nos damos cuenta de que se hace insostenible. 
Antes vivíamos de las tarjetas de crédito, pero ¿a qué nos iba a va a llevar esto? A que ese costo repercutiera 
en la tarifa, saliéndonos del mercado. Hoy nosotros trabajamos con destinos internacionales; nuestros 
competidores directos están regulados y el arancel internacional de las tarjetas, sin considerar en Argentina y 
Brasil que tienen un máximo del 3%; se ubican en el 2%, en el 1,5% o en el 1% 


Entonces, iniciamos un camino civilizado: un acercamiento con las tarjetas de crédito para intentar llegar a 
una ecuación de ganar, ganar y que ganemos todos. Desgraciadamente llegamos a esta situación porque las 
gestiones no dieron sus frutos. Esto no es por señalar a nadie. Bueno, nosotros estamos aquí. 


El señor Araújo se refería a la posibilidad de que los hoteles levantaran la medida. Yo, a nivel personal, soy 
bastante renuente a levantar la medida, pero acataré el consejo de mis compañeros. La problemática existe. 
Estamos sensibilizados con el tema y realmente nos hace daño. 


SEÑOR MASSA.- Voy a tratar de redondear para responder más puntualmente la pregunta del señor 
Diputado Asti. 


Nosotros iniciamos todo esto con muchísima antelación justamente con el claro objetivo de lograr una mejora 
en nuestra situación arancelaria y fuimos a hablar específicamente con las tarjetas de crédito. 


Creo que acá se especificó claramente que uno de los problemas es el alto arancel de las tarjetas y el otro, que 
nos hace difícil operar por este medio, con costos altos, es esa retención del 5% que nos hace el Estado de un 
IVA que no generamos por las ventas. Ese es otro tema en el que, obviamente, las tarjetas no tienen nada que 
ver pero que se suma a esta situación. De alguna manera, en principio, la presión la trasladamos sobre las 
tarjetas de crédito y, en algún momento, íbamos a hablar de este otro tema para ver si podía resolverse. 


Volviendo al principio, reitero que comenzamos con mucha antelación para lograr un objetivo puntual que 
implicara una mejora para los hoteles en la alta temporada, en el momento en el que realmente facturamos el 
90% del total anual, que es entre diciembre y marzo. Por cómo se dieron las cosas, eso no se ha dado y a 
pesar de que pasó mucha agua bajo el puente valoramos muchísimo que vinieran a conversar, pero lo que nos 
están ofreciendo es más de lo mismo y, en el mejor de los casos, una expectativa de mejora a futuro, sobre 
ganar-ganar en promociones, con la base de datos, incentivando la alta temporada, etcétera. O sea que por el 
camino del diálogo con las tarjetas de crédito, un entendimiento para el objetivo que nos fijamos, que 
específicamente es el de una mejora en el momento de nuestra mayor facturación, que es la de alta 
temporada, no se va a dar. 


Está claro que este escenario de conflicto es perjudicial para todos. Los primeros en ser perjudicados somos 
nosotros, pero la lectura es que la situación está en este punto porque intentamos ponernos de acuerdo para 
hacer determinadas cosas, lo cual es muy difícil de lograr en el Uruguay. Creo que es muy valorable que los 
hoteles se defiendan de alguien que realmente tiene poder y es dominante. Lo que me temo es que si en este 
escenario de dar tregua y de abrirse al diálogo, dado que la situación nos preocupa a todos y que puede 
afectar al turismo, bajamos las medidas, la cuestión termine por cortarse por el lado más fino, más allá de que 
para nosotros es muy importante y tranquilizador que exista una preocupación política por destrabar esta 
situación. El tema es el tiempo, y si realmente damos una señal, que puede ser vista como muy positiva, de 
dar una tregua en el sentido de levantar las medidas, quizás terminemos con las manos vacías o, en el mejor 
de los casos, que esto se trate para terminar legislándose y que estemos dos años para solucionar una cuestión 
de este tipo. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Nosotros, como ciudadanos del departamento de Maldonado, tenemos 
una preocupación muy honda por el desarrollo de la hotelería, y ello consta a los hoteleros. Nos 
importa, fundamentalmente, porque estamos pensando en un departamento que tenga un desarrollo a 
futuro muy importante en el que se le asigna, precisamente, a la hotelería un papel preponderante. No 
podemos pensar en un centro de convenciones en un predio ferial si no hay una hotelería que esté en 
condiciones de satisfacer una demanda que nosotros queremos crear, para lo cual tenemos que facilitar 
los instrumentos adecuados. Creo que para lograr eso el tema de la hotelería en Punta del Este amerita 
un tratamiento global, en el que está particularmente inserto el de las tarjetas que como muy bien 
decía el señor Massa es un elemento que encontraron los hoteleros para poder compensar la 
disminución de su competitividad en el mundo, dada la situación que vive la economía internacional y 
específicamente la nuestra. 


Creo que es correcto que lo planteen así porque se trata de cómo pueden salir puntualmente de la situación. 


Creo que no es buena cosa que nos comprometamos a tratar el problema a largo plazo porque, como bien se 
decía, no resuelve el tema puntual. De todas maneras, es importante que ustedes sepan que nos 
comprometemos como parlamentarios a abordar el problema con seriedad y profundidad, porque lo 
necesitamos, y porque entendemos que el Parlamento debe tomar conocimiento del asunto. Lo que no puedo 
asegurar es cuál va a ser la forma jurídica que se va a adoptar para solucionar el problema. Aquí se han 
planteado varias, y yo no desestimo ninguna; podrá ser un decreto, un proyecto de ley o la regulación de la 
actividad. Sí me consta que debe abordarse el tema de la hotelería porque necesitamos hoteles fuertes; si no 
atendemos especialmente esa actividad económica, no vamos obtener los resultados que queremos. Que 
quede claro que no solamente estamos preocupados por este punto, sino también por la situación de la 
hotelería en general. Necesitamos de los hoteleros con experiencia acumulada en Punta del Este, 
precisamente. 


Por otro lado, me preocupa enormemente que la Cámara de Emisoras de Tarjetas de Crédito no participe en 
esta instancia. Si bien nosotros no podemos asegurar un resultado inmediato a través del Parlamento porque 
ello significaría un tratamiento de la temática a largo plazo y ustedes tampoco están en condiciones de 
esperar, me preocupa porque este es un ámbito de diálogo muy significativo y a él se ha recurrido para el 
tratamiento de infinidad de problemas y conflictos. Es de conocimiento público que el Parlamento ha jugado 
un papel muy importante en los conflictos laborales y en otro tipo de problemas a nivel empresarial y de 
distintas corporaciones. Es nuestra aspiración poner el tema en un ámbito de negociación en primer lugar. 
Hemos dicho hasta el cansancio que si no hay un ámbito de negociación, no podemos esperar resultados 
aceptables y positivos, porque estaríamos tomando una posición a favor de una parte con la otra ausente, y 
eso siempre implica un problema posterior. Es decir, estaríamos resolviendo una cosa puntual y generaríamos 
otro problema. 


Por lo tanto, los representantes de la Cámara de Emisoras de Tarjeta de Crédito deben comprender que en 
este país, que en este Uruguay del futuro, hay lugares para negociar cuando existe un conflicto y se está 
implicado. Esa es la base sobre la cual vamos a construir una sociedad, una sociedad en la que la gente pueda 
convivir pacíficamente, y no permanentemente en conflicto y con incertidumbres. Esto se lo tenemos que 
hacer conocer a la Cámara de Emisoras de Tarjetas de Crédito. 


Por lo tanto, vamos a debatir entre nosotros para determinar cuál será la medida a tomar en este caso. Nos 
comprometemos a abordar el problema en su totalidad creo que tiene muchos aspectos y a seguir insistiendo 


en el diálogo, sin perjuicio de anunciar a la Cámara de Emisoras de Tarjetas de Crédito que estamos 
dispuestos a recorrer todos los caminos que sean necesarios para resolverlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la delegación del Centro de Hoteles y Restaurantes 
de Punta del Este y de Piriápolis. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Hoteles y Restaurantes de Punta del Este y del Centro de 
Hoteles y Restaurantes de Piriápolis) 


SEÑOR CASARETTO.- Solicito que se convoque a la Cámara de Emisoras de Tarjetas de Crédito y al 
Ministerio de Economía y Finanzas a efectos de discutir el tema que nos ocupa. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo conversado estaríamos enviando una nota a los Centros de 
Hoteles de Piriápolis y Punta del Este solicitando el levantamiento de la medida a los efectos de 
facilitar las negociaciones, con todas las consideraciones que se han hecho que pediría las redactaran 
los legisladores de Maldonado, otra nota pidiendo la presencia nuevamente de la Cámara Emisora de 
Tarjetas de Crédito y una invitación para que concurran a este ámbito al Ministerio de Economía y 
Finanzas con la Comisión de Defensa del Consumidor. Además, invitaríamos al Banco Central 
acompañado por la Superintendencia del Servicio Financiero. 


SEÑOR BAYARDI.- De acuerdo con lo conversado también la Comisión deberá analizar el tema para 
legislar a futuro en estos aspectos. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ- Como decía el Diputado Bayardi, en el sentido redactar y verificar la 
resolución, es fundamental solicitar el levantamiento de las medidas pero a su vez asumir el 
compromiso de dar un tratamiento al tema, no solo en lo inmediato sino en el futuro, a fin de lograr 
una solución legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


